PROPUESTA PARA LA DESIGNACIÓN DE JUECES SUBROGANTES

FUNDAMENTOS


La ley 26.376, promulgada en junio de 2008, y recientemente modificada por la ley…, dispone en su art. 1º que: 

“En caso de recusación, excusación, licencia, vacancia u otro impedimento de los jueces de primera instancia, nacionales o federales, el Consejo de la Magistratura procederá a la designación de un subrogante de acuerdo al siguiente orden:

a) Con un juez de igual competencia de la misma jurisdicción, teniendo prelación el juez de la nominación inmediata siguiente en aquellos lugares donde tengan asiento más de un juzgado de igual competencia;

b) Por sorteo, entre la lista de conjueces confeccionada por el Poder Ejecutivo nacional, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 3° de la presente ley”.


Según se advierte, la norma contempla para los casos que enuncia en el primer párrafo, dos posibilidades: una consiste en recurrir a magistrados que cumplan determinadas condiciones y otra a conjueces de una lista que ha de ser confeccionada como se verá más adelante. A efectos de dar cabida a ambas posibilidades resulta imperioso atender con urgencia a la necesidad de evitar situaciones de privación de justicia (como las que eventualmente podrían darse a la vista de los informes recientemente recibidos de las jurisdicciones del país) y dar a la norma la comprensión más inclusiva que ella autorice. Para ello se propone, por un lado, dar respuesta a la coyuntural situación de urgencia por la que atraviesan distintas jurisdicciones del país y, por otro lado, contemplar el abanico de opciones que se abren para la elaboración de la lista de conjueces mencionada. 

Tal como surge de los recientes informes recibidos de las cámaras nacionales y federales, son muy numerosas las vacantes existentes y lo cierto es que ellas no tendrán una cobertura definitiva en el corto plazo. Se destaca que al día de hoy los cargos existentes en el Poder Judicial de la Nación son 989 de los cuales corresponden 910 a cargos habilitados y 79 a cargos no habilitados. De esos cargos,  existen  254 vacantes (61 en el Poder Ejecutivo y 193 –en diferentes etapas- en la Comisión de Selección de Magistrados y Escuela Judicial).
Es necesario, entonces, dar respuestas inmediatas a las situaciones que ya se presentan y a las que se vayan presentando en los distintos fueros y jurisdicciones para evitar una privación de justicia y garantizar, mientras se sustancian los respectivos concursos, el correcto cumplimento de la función judicial. 

A su vez, la apreciación de los informes remitidos a este Consejo y las numerosas consultas e inquietudes recibidas por la Presidencia del cuerpo en las últimas semanas dan cuenta de que en distintas jurisdicciones se ha vuelto sumamente dificultoso o, a veces, imposible acudir a otro juez de igual competencia, ya sea por el cúmulo de tareas, ya sea por la distancia que separa a muchos juzgados federales con asiento en las provincias. A título de ejemplo, cabe señalar las distancias entre los juzgados  en la jurisdicción de la Cámara Federal de Apelaciones de Resistencia: el Juzgado Federal de Roque Sáenz Peña se encuentra a 170 Km; los juzgados federales Nº 1 y 2 de Formosa a 400 km y el Juzgado Federal de Reconquista, Santa Fe, a 220 km. Aproximadamente; lo que dificulta aplicar lo dispuesto por el art. 1º inc. a) de la Ley 26376.  Ello además de que resulta –objetivamente-poco eficiente que un juez deba atender más de un Juzgado. También se han presentado situaciones en las que la excesiva distancia que es necesario recorrer para atender planteos específicos o efectuar integraciones “ad hoc”, no hace posible o bien hace muy dificultoso cubrir un cargo con quienes no se domicilian dentro del radio del tribunal respectivo.

Por otro lado, es un hecho público y notorio que a pesar de haber transcurrido cinco años de la sanción de la ley, sólo se han elaborado hasta la fecha listas de conjueces en determinados fueros y la mayoría no cuenta con esas listas. 


Se suma a lo expuesto que, según el art. 3° de la citada ley, dichas listas deben integrarse con “abogados de la matrícula federal”, lo que supone diversas dificultades: a) difícilmente puedan aceptar teniendo en cuenta que se encuentran en ejercicio de su profesión y que deberían suspenderlo; b) se advierten enormes problemas éticos si quien litiga en un fuero determinado por un tiempo asume el rol de juez; hasta el sorteo podría conducirlo a un juzgado con causas en las que venía interviniendo.


El art. 3° mencionado exige que se trate de “abogados de la matrícula federal”, lo que no excluye a los actuales secretarios judiciales, que para ser tales previamente deben ser abogados. Incluso, muchos de ellos tienen su matrícula suspendida. Otros podrían obtenerla sin ningún impedimento. Con este trámite se adecuarían a la exigencia legal.

La designación de secretarios a cargo de juzgados, en forma transitoria y hasta el cese del impedimento, importa varias ventajas: a) están sujetos al régimen disciplinario de la Corte Suprema y al del Consejo de la Magistratura; b) no ejercen la profesión y, por lo tanto, ello redundará en el avance de las causas y la agilización de los procesos por la ausencia de impedimentos legales que deriven en el planteo de excusaciones y recusaciones, tal como se corrobora en numerosos juzgados federales con asiento en las provincias, en los que deben ser designados conjueces para cada causa en las que los subrogantes no pueden intervenir por las razones expuestas; c) desaparecen las objeciones legales y éticas, y d) de acuerdo a las estadísticas de los concursos ha quedado demostrada, en razón de la trayectoria judicial con la que cuentan, la idoneidad para la función que ostentan los secretarios para desempeñar la función señalada; e) los funcionarios se encuentran realizando una labor que conlleva independencia e imparcialidad, dada por su dedicación a la carrera judicial. 


Además, es sabido que actualmente muchos juzgados se encuentran a cargo de secretarios (cerca de treinta), varios de ellos autorizados por la Corte Suprema con posterioridad al fallo “Rosza” con la idea de garantizar la prestación de los servicios de justicia frente a situaciones de urgencia que, con el transcurso del tiempo, se fueron incrementando en medida hasta ahora incesante. Y cabe destacar que en esa misma línea se ha desplegado la labor legislativa al disponer el art. 6º de la ley 26.376 la prórroga de “las actuales subrogancias de los Jueces de Primera o Segunda Instancia, Nacionales o Federales, las que subsistirán hasta que se instrumente el procedimiento de reemplazo que se establece en la presente ley”, lo que –como se dijo- aún no aconteció en la mayoría de las jurisdicciones.


Dentro de ese contexto, cabe subrayar que es un deber de este Consejo de la Magistratura dictar aquellas reglamentaciones que conduzcan a la mejor prestación del servicio de justicia, y a una mayor eficiencia, tal como se desprende del art. 114 de la Constitución Nacional. En la misma línea, el art. 7, inc. 9, de la ley 24.937 (texto según ley 26.855), faculta al Consejo a “dictar los reglamentos para la designación de jueces subrogantes y designar jueces subrogantes en los casos de licencia o suspensión del titular y en casos de vacancia para los tribunales inferiores de acuerdo a la normativa legal vigente”.

PROPUESTAS

Disponer que las Cámaras Nacionales y Federales de todo el país, a la mayor brevedad posible dentro del lapso de 30 días, envíen listas de secretarios judiciales en condiciones de ser subrogantes, para ser remitidas al Poder Ejecutivo Nacional a los efectos del art. 3° de la ley 26.376. A tal efecto, los nominados deberán contar con matrícula federal.

Disponer que hasta tanto se satisfaga el pedido y se haga efectivo el sistema previsto en la ley 26.376, las Cámaras Nacionales y Federales podrán designar secretarios para que se hagan cargo de los juzgados de primera instancia, en caso de licencia, vacancia u otro impedimento.

